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La vulneración de derechos humanos en el contrato de adhesión de servicios públicos

Luis Arturo Marín Aboytes. Facultad de Derecho, UAQ
Florencia Aurora Ledesma Lois. Facultad de Derecho, UAQ

Resumen

En esta investigación, se aborda una problemática que afecta 
a la gran mayoría de los mexicanos, consistente en la celebra-
ción de contratos de adhesión para la prestación de servicios 
públicos entre los particulares y el Estado, los cuales vulneran 
los derechos humanos de igualdad y libre desarrollo de la per-
sonalidad al ser redactados en su totalidad por el organismo 
público prestador del servicio, dejando al ciudadano en inde-
fensión. El objetivo de este trabajo es analizar la importancia 
de permitir que los ciudadanos participen en la redacción de 
los contratos de prestación de servicios proporcionados por 
el Estado, para que se establezcan de manera conjunta los 
términos y carga obligacional en igualdad de condiciones. El 
problema se aborda desde una metodología dogmático posi-
tivista, a partir de los fenómenos que están presentes en el 
objeto de estudio.
Palabras clave: contrato de adhesión, servicio público, dere-
chos humanos, igualdad, libre desarrollo de la personalidad.

Abstract

This research addresses a problem that affects the vast major-
ity of Mexicans. It consists of the conclusion of adhesion con-
tracts for the provision of public services between individuals 
and the State. These adhesion agreements violate the human 
rights of equality and free development of personality as they 
are drafted in entirely by the public body providing the service, 
leaving the citizen defenseless. The objective of this paper is 
to analyze the importance of allowing citizens to participate 
in the drafting of contracts for the provision of services pro-
vided by the State, in order to  jointly establish the terms and 
mandatory burden under equal conditions. The problem is ap-
proached from a dogmatic positivist methodology, starting from 
the analysis of the phenomena present in the object of study.
Key words: adhesion contract, public service, human rights, 
equality, free development of personality.

Introducción

En el presente trabajo se plasma una problemática práctica, 
de la cual la mayoría de la población mexicana es partícipe sin 
ser consciente de la vulneración de sus derechos humanos; 
esta se actualiza cuando los particulares y el Estado celebran 
contratos de adhesión para la prestación de servicios públi-
cos, mismos que son redactados en su totalidad en los térmi-
nos establecidos por los organismos públicos prestadores del 
servicio, transgrediendo los derechos de igualdad y libre desa-
rrollo de la personalidad de los gobernados; es por ello que se 
cuestiona en qué consiste la afectación de dichos derechos 
y cómo podemos advertirlos. La respuesta servirá como guía 
para esta investigación. 

La justificación para realizar este estudio radica en que 
diariamente, y de manera constante, los mexicanos se en-
cuentran sometidos a contratos de prestación de servicios 
públicos cuya peculiaridad reside en el hecho de que estos no 
fueron redactados por ambas partes contratantes, sino que 
fueron predispuestos por los organismos públicos, favorecien-
do al Estado y provocando que los particulares únicamente 
puedan decidir si lo aceptan o rechazan. 

La hipótesis que se plantea en esta investigación consiste 
en que los derechos humanos a la igualdad y libre desarrollo 
de la personalidad se encuentran seriamente comprometidos 
debido a la constante celebración y sumisión a los contratos 
de adhesión para la prestación de servicios públicos impues-
tos por el Estado; esto implica que la autonomía de la voluntad 
del particular queda reducida a su mínima expresión, ya sea 
por la simple aceptación del acuerdo o por la limitada inter-
vención que tuvo en su contenido, por lo que se analiza la im-
portancia de permitir que los ciudadanos participen en la re-
dacción del contrato y creen de manera conjunta los términos 
y carga obligacional en igualdad de condiciones. 

La problemática se aborda desde un enfoque realista, pues 
aporta elementos metodológicos coherentes con el fenómeno 
de estudio.

Concepto y antecedentes del contrato de adhesión 

En principio, para realizar la categorización conceptual, es ne-
cesario analizar el significado nominal o etimológico de la pa-
labra adhesión; esta, según la Enciclopedia Jurídica Mexicana 
(2002), proviene del latín “adhcesio y adhasus”, derivado del 
verbo “adhaerere” que significa estar apegado estrechamente. 
Se utiliza para calificar ciertos contratos a los que se les ha 
denominado “contratos de adhesión”.

El concepto general de contrato estará definido como un 
acuerdo de voluntades para crear o transmitir derechos y obli-
gaciones; es una especie dentro del género de los convenios, 
este acuerdo crea, transmite, modifica o extingue obligaciones 
y derechos reales o personales (Rojina, 1990).

Doctrinalmente se define al contrato de adhesión como 
aquel en el cual una de las partes realiza una contratación en 
masa y establece un contenido prefijado para todos los con-
tratos de un determinado tipo, cuyas cláusulas no pueden ser 
más que pura y simplemente aceptadas (Arce, 2000).

Es importante señalar que dichos contratos se caracteri-
zan por el hecho de que una de las partes redacta de forma 
unilateral las cláusulas del mismo, y la contraparte se adhiere 
sin posibilidad de negociarlas; lo anterior no debe confundirse 
con el denominado “contrato normativo”, el cual pretende ins-
taurar una reglamentación general a la que requieren ajustarse 
las partes al convenir los pactos que regularán sus relaciones, 
siendo su ejemplo más notable el de los convenios colectivos 
en materia laboral. 
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El contrato de adhesión se remonta a la concepción del ju-
rista Saleilles (1929), quien menciona que en estos contratos 
las cláusulas necesarias ya han sido fijadas de antemano, sin 
que la otra parte pueda elegir. Dentro del Diccionario razonado 
de legislación y jurisprudencia de Escriche (1851), se define 
al consentimiento como la adhesión de uno a la voluntad de 
otro, o el concurso mutuo de la voluntad de las partes sobre 
un hecho que aprueban con pleno conocimiento; por lo que 
este es uno de los elementos esenciales para la existencia de 
los contratos.

Aunado a lo anterior, Sallé (1930) refiere que parece que 
la preponderancia de la voluntad de uno de los contratantes, 
imponiéndose hasta cierto punto a la otra, es la principal ca-
racterística del contrato de adhesión.

El contrato de adhesión en la normativa mexicana

El principal ordenamiento jurídico mexicano, que regula el con-
trato de adhesión, es la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor (2022) en sus artículos 85, 86, 86 BIS, 86 TER, 86 QUATER, 
87, 87 BIS, 87 TER, 88, 89, 90 y 90 BIS respectivamente; por lo 
que, en nuestro caso, se analizarán los preceptos fundamen-
tales que establecen su conceptualización y prerrogativas en 
cuanto al contrato de adhesión por servicios. 

Para comenzar, se especifica en el artículo 85 que dicho 
contrato es el documento elaborado unilateralmente por el 
proveedor, para plasmar en formatos uniformes los términos 
y condiciones aplicables a la adquisición de un producto o la 
prestación de un servicio, aun cuando dicho documento no 
contenga todas las cláusulas ordinarias de un contrato. 

Además, señala que todo contrato de adhesión celebrado 
en territorio nacional, para su validez, deberá estar escrito en 
idioma español y sus caracteres tendrán que ser legibles a 
simple vista y en un tamaño y tipo de letra uniforme, no pudien-
do —en sentido estricto— implicar prestaciones desproporcio-
nadas —que resulten inequitativas o abusivas— con cargo a 
los consumidores.

De acuerdo con el artículo 86 de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor (2022), la Secretaría de Economía, me-
diante las Normas Oficiales Mexicanas (NOM), podrá sujetar 
contratos de adhesión con registro previo ante la procuraduría 
cuando impliquen prestaciones desproporcionadas con cargo 
a los consumidores, o cuando tengan altas probabilidades de 
ser incumplidos; dentro de dichos contratos, los oferentes po-
drán establecer y referir cualesquiera que sean los términos y 
condiciones del servicio o bien, excepto precio. 

Asimismo, dentro del artículo 86 Bis se menciona que, en 
los contratos de adhesión por prestación de servicios, deben 
incluirse por escrito o por vía electrónica los servicios adicio-
nales, especiales o conexos, que pueda solicitar el consumidor 
de forma opcional por conducto y medio del servicio básico; 
mientras que, en el artículo 86 TER se menciona que en dichos  
contratos el consumidor gozará de la prerrogativa para adquirir

o no la prestación de servicios adicionales, especiales o co-
nexos al servicio básico, o dar por terminada la prestación de 
los servicios adicionales en el momento que lo manifieste de 
manera expresa.

Por otra parte, el artículo 87 prevé que los proveedores que 
pretendan inscribir su contrato de adhesión en el Registro Pú-
blico de Contratos de Adhesión, deben presentarlo antes de 
su utilización ante la Procuraduría Federal del Consumidor, 
misma que revisará que estos estén redactados de conformi-
dad a modelos previamente aprobados y determinados en el 
artículo 87 BIS, el cual establece que estos serán publicados 
por la Procuraduría a través del Diario Oficial de la Federación 
(DOF), a fin de que los proveedores puedan utilizarlos; además, 
aclara, tales no podrán modificarse ni incluir otras cláusulas o 
excepciones a su aplicación,  salvo nuevo análisis y registro.

De igual manera, en el artículo 89 se hace referencia a que 
la tramitación del registro de modelos de contratos de adhe-
sión podrá requerir —del proveedor— la aportación de informa-
ción de carácter comercial necesaria para conocer la natura-
leza del acto objeto del contrato, siempre y cuando no se trate 
de información confidencial o sea parte de secretos industria-
les o comerciales prohibiendo, expresamente en el artículo 90, 
la modificación unilateral del contenido del contrato o la libe-
ración del proveedor de su responsabilidad civil, así como los 
términos de prescripción inferiores a los legales.

Lo anterior concuerda con lo dispuesto en las Normas Ofi-
ciales Mexicanas (NOM) que enuncian los tipos de contratos 
que deben registrarse obligatoriamente (Tabla 1).

Desarrollo

Se sabe que la configuración de los riesgos y la percepción de 
la enfermedad no está separada, los ámbitos anteriores son 
dinámicos y están interconectados. Se puede primero definir e 
identificar a cada uno para dar un panorama más integral a la 
experiencia de trabajo desde lo biopsicosocial.

En cuanto a los accidentes se debe tomar en considera-
ción que muchos  artesanos viven y trabajan en el medio rural, 
por lo tanto, las condiciones son poco favorables y complejas 
para ser analizadas desde el modelo biomédico tradicional. 
Se habla de factores de nocividad como los existentes en los 
talleres artesanales, éstos son retomados en la investigación 
situada realizada por Anaya (2010). Desde la aproximación 
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Tabla 1. CONTRATOS DE ADHESIÓN DE REGISTRO OBLIGATORIO

Ley o Norma Oficial Mexicana que ordena  
la obligatoriedad del registro.

Naturaleza jurídica del contrato de adhesión.

1
Norma Oficial Mexicana NOM-174-SCFI-2007, Prácticas 

comerciales-Elementos de información para la prestación 
de servicios en general.

Prestación de servicios de tintorería, lavandería,  
planchaduría y similares.

Prestación de servicios de reparación y/o mantenimiento  
de vehículos.

Prestación de servicios de reparación y/o mantenimiento  
de aparatos electrodomésticos o a base de gas.

Prestación de servicios de eventos sociales.
Arrendamiento de vehículos.

Prestación de servicios de remozamiento y mantenimiento 
de inmuebles y muebles.

2
Norma Oficial Mexicana NOM-179-SCFI-2016, Servicios de 

mutuo con interés y garantía prendaria.
Mutuo con interés y garantía prendaria.

3
Norma Oficial Mexicana NOM-036-SCFI-2016, Prácticas 
comerciales, requisitos de información y disposiciones 

generales en la prestación de servicios funerarios.
Prestación de servicios funerarios.

4
Norma Oficial Mexicana NOM-122-SCFI-2010, 

Prácticas comerciales-Elementos normativos para la 
comercialización y/o consignación de vehículos usados.

Compraventa de vehículo usado/Consignación de vehículo 
usado.

5
Norma Oficial Mexicana NOM-135-SCFI-2006, Prácticas 
comerciales-Requisitos de información en la venta de 

materiales para construcción.
Compraventa de materiales para la construcción.

6
Norma Oficial Mexicana NOM-117-SCFI-2005, 

Prácticas comerciales-Elementos normativos para la 
comercialización de muebles de línea y sobre medida.

Compraventa de muebles de línea o sobre medida al 
contado.

7
Norma Oficial Mexicana NOM-071-SCFI-2008, Prácticas 

comerciales-Atención médica por cobro directo.
Prestación de servicios de atención médica por cobro 

directo.

8

Norma Oficial Mexicana NOM-148-SCFI-2018, Prácticas 
comerciales-Comercialización de animales de compañía  

o de servicios, y prestación de servicios para su cuidado y 
adiestramiento.

Comercialización de animales y prestación de servicios de 
cuidado y/o adiestramiento.

9
Norma Oficial Mexicana NOM-160-SCFI-2014, 

Prácticas comerciales-Elementos normativos para la 
comercialización de vehículos nuevos.

Compraventa de vehículo nuevo.

10
Norma Oficial Mexicana, NOM-154-SCFI-2005,  
Equipos contra incendio-Extintores-Servicio de  

mantenimiento y recarga.

Prestación de servicios de mantenimiento y recarga de 
extintores.

11 Artículo 73 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.
Compraventa de bien inmueble destinado a casa 

habitación.

12 Artículo 63 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Prestación de servicios de autofinanciamiento.

NOM-029-SCFI-2010 Prácticas comerciales-Requisitos 
informativos para la prestación del servicio de tiempo 

compartido, Artículo 64 y 65 de la Ley Federal de 
Protección al Consumidor.

Prestación de servicio de tiempo compartido.13
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Contratos de adhesión en servicios públicos y la vulneración 
de derechos humanos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM,1917), en su artículo primero, estipula la igualdad y 
respeto a los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos; además, reconoce que el Estado debe garantizar su 
protección, así como, que las normas serán interpretadas fa-
voreciendo a las personas para brindarles la protección más 
amplia posible.

En este sentido, el artículo también prevé la prohibición 
de todo tipo de discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, género, edad, discapacidad, condición social o de 
salud, religión, opinión, orientación sexual, estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.

En materia internacional, se aprecia que en el artículo 24 
de la Convención Americana de Derechos Humanos (1981) 
se establece que “todas las personas son iguales ante la ley. 
En consecuencia, tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección de la 
ley”, el cual observamos expresamente 
en nuestro artículo primero de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (1917).

En correspondencia al artículo 
mencionado de la Convención Ameri-
cana, encontramos el artículo 22 de la 
Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (1948), siendo en este artí-
culo y en la Declaración Internacional 
donde se reconoce uno de los dere-
chos humanos vulnerados en cuestión; 
en estos documentos, se previene que 
“toda persona, como miembro de la 
sociedad, tiene derecho a la seguridad 
social, y a obtener, mediante el esfuer-
zo nacional y la cooperación interna-
cional, la satisfacción de los derechos 
económicos, sociales y culturales, in-
dispensables a su dignidad y al libre 
desarrollo de su personalidad”.

Aun cuando el derecho humano al libre desarrollo de la 
personalidad no está expresamente conceptualizado en la 
normativa de México, este deriva del derecho descrito en el 
artículo primero de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (1917), es decir, el derecho a la dignidad 
humana, y se observa —habitualmente— en el artículo 11 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos (1981) que 
enuncia: “toda persona tiene derecho al respeto de su honra y 
al reconocimiento de su dignidad”.

Es de este modo que el libre desarrollo de la personalidad 
se encuentra contemplado, interpretado y determinado por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
el amparo en revisión 547/2018, donde el Estado reconoce “la 
facultad natural de toda persona a ser individualmente como 
quiere ser, sin coacción, ni controles injustificados o impedi-
mentos por parte de los demás, con el fin de cumplir sus metas 
u objetivos”.

Los anteriores preceptos jurídicos afincan una base constitu-
cional y convencional sólida, siendo que estos llevan un desfase 
en la concepción de los mismos para salvaguardar la igualdad 
y la autonomía de la voluntad de las partes, donde esta última 
implica un principio fundamental de las personas al pretender 
contratar la prestación de servicios públicos con el Estado.

Aunado a lo anterior, el artículo 28 de nuestra carta mag-
na determina la prohibición de los monopolios, las prácticas 
monopólicas, los estancos, las condonaciones de impuestos 
y las exenciones de impuestos en los términos y condiciones 
que fijan las leyes dentro del territorio nacional, adicionando 
que la ley castigará severamente toda concentración o acapa-

ramiento de servicios y artículos de consumo necesarios que 
tenga por objeto obligar a los consumidores a pagar precios 
exagerados (CPEUM, 1917).

Sin embargo, en la fracción cuarta de dicho artículo, el 
mismo Estado se concesiona facultades para contravenir las 
fracciones anteriores y dejar en un estado de vulneración los 
derechos humanos a la igualdad y libre desarrollo de la perso-
nalidad de los ciudadanos, al establecer, de forma exclusiva, 
los servicios que este va a proveer a la sociedad, sin brindar 
otra alternativa, enunciándolo de la siguiente manera:
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No constituirán monopolios las funciones que el Estado ejer-
za de manera exclusiva en las siguientes áreas estratégicas: 
correos, telégrafos y radiotelegrafía; minerales radiactivos y 
generación de energía nuclear; la planeación y el control del 
sistema eléctrico nacional, así como el servicio público de 
transmisión y distribución de energía eléctrica, y la explora-
ción y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos, 
en los términos de los párrafos sexto y séptimo del artículo 
27 de esta Constitución, respectivamente; así como las ac-
tividades que expresamente señalen las leyes que expida el 
Congreso de la Unión. (CPEUM, 1917, Art. 28) 

De igual forma, se dota de la facultad orgánica para establecer 
empresas de carácter económicamente monopólico, de índole 
pública, al estipular que el Estado contará con los organismos 
y empresas que requiera para el eficaz manejo de las áreas 
estratégicas a su cargo y en las actividades de carácter priori-
tario donde, de acuerdo con las leyes, participe por sí o con los 
sectores social y privado.

Lo anteriormente enunciado conlleva a los monopolios pú-
blicos autoasignados por el Estado que provocan la vulneración 
de los derechos humanos a la igualdad y libre desarrollo de la 
personalidad de los mexicanos, orillando a que estos, al no te-
ner otras alternativas de contratación, estén indefensos ante el 
Estado y vean su voluntad sesgada al tener que aceptar contra-
tos cuyo contenido fue dispuesto unilateralmente por este.

Es el caso que la perspectiva ofrecida en el presente tra-
bajo también cuenta con respaldo jurisdiccional, tal y como 
se observa en el criterio marcado dentro del Amparo Directo 
en Revisión 6806/2018, donde se señaló que la autonomía de 
la voluntad de las partes implica un principio fundamental al 
pretender contratar, pues constituye la expresión de la persona 
al obligarse o no. En dicha línea, se estableció que el respeto 
del individuo como persona requiere, a su vez, el respeto de su 
autodeterminación individual, por lo que, si no existe libertad del 
individuo para estructurar sus relaciones jurídicas de acuerdo 
con sus deseos, no se respeta la autodeterminación de dicho 
sujeto.

Para finalizar, es importante recordar que la libertad con-
tractual se manifiesta en la voluntad autónomamente expre-
sada, que determina el asentamiento de las estipulaciones 
que las partes otorgan de manera libre (Castrillón, 2008); pro-
vocando que se torne relevante permitir que los ciudadanos 
puedan participar en la redacción del contrato de prestación 
de servicios públicos con el Estado, en cuanto a los términos y 
carga obligacional en igualdad de condiciones.

Conclusiones

En conclusión, bajo el análisis doctrinal, constitucional y con-
vencional, un contrato de adhesión es un acuerdo entre dos o 
más partes, en el cual solo una de ellas es la que determina el 

contenido del mismo, provocando que la otra parte únicamen-
te pueda elegir si celebra el contrato o no.
Asimismo, se ha dejado constancia de que el contrato de a- 
dhesión por servicios públicos en México es violatorio de los 
derechos humanos de los consumidores, ya que se vulnera la 
igualdad y libre desarrollo de la personalidad: se impide que el 
particular participe en la fijación del contenido del acuerdo de 
voluntades, sesgando la autonomía de la voluntad del ciuda-
dano y convirtiendo en monopolios estatales la prestación de 
servicios de áreas estratégicas, situaciones señaladas desde 
el argumento y pregunta guía de este documento.

Cabe señalar que, a pesar de las regulaciones establecidas 
en la Ley Federal de Protección al Consumidor y las Normas 
Oficiales Mexicanas (NOM), la existencia de la Procuraduría 
Federal del Consumidor y el Registro Público de Contratos de 
Adhesión (RPCA), la problemática tratada en el presente artí-
culo continúa vigente, al continuar orillando a los ciudadanos 
a celebrar contratos cuyos términos y carga obligacional fue-
ron decretados unilateralmente por el Estado.

Es así que —al identificar que el elemento fundamental 
en materia contractual es la autonomía de la voluntad de las 
partes, la cual (de acuerdo con Soro Russell, 2007) se plasma 
como el margen de libertad que el derecho concede a la per-
sona para que voluntariamente cree las reglas o herramientas 
jurídicas que estime convenientes en vista de la consecución 
de un fin privado y lícito— es fundamental permitir que los ciu-
dadanos participen en la redacción del contrato y elaboren de 
manera conjunta los términos y carga obligacional en igual-
dad de condiciones. 

Cabe señalar que, conforme al criterio jurisdiccional dado 
a conocer en el Amparo Directo en Revisión 6806/2018, la au-
tonomía de la voluntad conlleva tres importantes elementos 
indispensables: la libertad para constituir o no relaciones con-
tractuales, la libertad para elegir al contratante y para determi-
nar las reglas o herramientas, y por otra, el efecto de que las 
partes deben cumplir con las obligaciones pactadas.

De igual modo, en dicho criterio se menciona que el prin-
cipio de autonomía de la voluntad no solo tiene reflejo en el 
derecho de propiedad, sino también en la libertad de contra-
tación, la cual es un elemento central del libre desarrollo de la 
personalidad, y en cuya virtud las partes de una relación jurídi-
ca son libres para gestionar su propio interés y regular sus re-
laciones, sin injerencias externas; con esto, se sentó un prece-
dente que amplió el concepto de la autonomía de la voluntad. 

Por lo tanto, el respeto del individuo como persona tam-
bién implica el respeto de su autodeterminación individual; por 
lo que, si no existe libertad del individuo para estructurar sus 
relaciones jurídicas de acuerdo con sus deseos, no se respeta 
la autodeterminación de ese sujeto. 

Aunado a lo anterior, se observa que a nivel doctrinal, 
como de Buen Lozano (2004) enfatiza, el declive del contrato 
en nuestro tiempo radica —principalmente— en querer encua-
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drar en el marco contractual figuras que no corresponden con 
la esencia del propio contrato; ya que estas dejan de lado el 
dogma de la autonomía de la voluntad, el cual surge de la Re-
volución francesa, y de esta nace la libertad de contratar con 
la regulación de si se contrata o no y con quién, y la libertad 
contractual que permite al contratante decidir la forma de con-
trato y contenido del mismo.  

Adicionalmente, explica que la decadencia del contrato en 
la actualidad radica en que el Estado ha procurado limitar el 
campo contractual, a través de la prohibición de determina-
das actividades a los particulares o al establecer restricciones 
al objeto de su voluntad; por lo que, aun cuando las figuras 
respectivas sigan siendo referidas como “contratos”, en reali-
dad se está empleando una terminología inadecuada. En este 
sentido, se observa que no solamente surge la crítica sobre el 
uso adecuado de la terminología jurídica, sino también sobre 
la imposición de ciertos actos por el Estado que vulneran la 
autonomía de la voluntad de los ciudadanos. 

Finalmente, los suscritos investigadores del presente tra-
bajo de investigación coincidimos con el autor De Buen Lo-
zano (2004), quien reconoce que el contrato de adhesión es 
una de las figuras que más controversia despierta en el mundo 
contemporáneo, la cual, hasta ahora, no ha logrado formar una 
opinión coincidente por parte de los doctrinarios.
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